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CAMBIOS OPERADOS EN LA LEY DE SOCIEDADES DE 
CAPITAL QUE HAN DE TENERSE EN CUENTA EN LA 

CELEBRACIÓN DE LAS PRÓXIMAS SESIONES DE LOS 
ÓRGANOS DE ADMINISTRACIÓN COLEGIADOS Y EN LAS 

REUNIONES DE LA JUNTA GENERAL 

Operados por la Ley 31/14, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de 

Capital, para la mejora del gobierno corporativo 

 

 
 
 
Llegan las fechas en que la mayor parte de las sociedades de capital formulan sus cuentas y nos 

parece oportuno recordar las importantes modificaciones que la Ley 31/2014, de 3 de 

diciembre, para la mejora del gobierno corporativo, que entró en vigor el día 24 de diciembre, 

ha introducido en la Ley de Sociedades de Capital. Se trata de cambios sustanciales que afectan 

a sus dos órganos de gobierno, la Junta General y el Órgano de Administración - y muy 

especialmente a los deberes de los administradores, su retribución y su régimen de 

responsabilidad -. A continuación exponemos en qué consisten tales modificaciones: 

 

A. Cambios relativos a la Junta General: 

 

a. En cuanto a su competencia: 

 

Se amplía a las operaciones de adquisición o enajenación de activos esenciales. Se considera 

siempre esencial el activo que se adquiere o se transmite cuando el valor de la operación sea 

superior al 25% del activo total del último balance aprobado por la Junta General. 

 

b. En cuanto a la intervención de la Junta General en asuntos de gestión propios del 

órgano de administración. 

 

Antes de la reforma solo la Junta General de las sociedades de responsabilidad limitada podía 

inmiscuirse en los asuntos propios de la competencia del órgano de administración. Ahora 

podrá hacerlo también la junta general de las sociedades anónimas y, así, dar instrucciones 

sobre determinadas cuestiones o autorizar la adopción de determinados acuerdos. 
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c. En cuanto a la existencia de conflictos de intereses socio - sociedad. 

 

La regulación de este tipo de situaciones se extiende a todos los tipos de sociedades de capital, 

mientras que, hasta la reforma, solo afectaba a las sociedades de responsabilidad limitada. 

 

Además, se regulan de manera exhaustiva los supuestos de conflicto - aquellos casos en que un 

socio no podrá ejercitar su derecho de voto en la adopción del acuerdo -, recogiendo los 

siguientes: 

 

- La autorización a un socio para que transmita sus acciones o participaciones, cuando 

estén sujetas a una restricción legal o estatutaria. [Aplicable a todas las sociedades 

limitadas y a las anónimas que lo hayan previsto expresamente en sus estatutos.] 

 

- Su exclusión de la sociedad. [Aplicable a todas las sociedades limitadas y a las anónimas 

que lo hayan previsto expresamente en sus estatutos.] 

 

- Liberar a un socio de una obligación. 

 

- Conceder a un socio un derecho. 

 

- Facilitar a un socio asistencia financiera en cualquier modo. 

 

- Dispensar a un socio de las obligaciones derivadas del deber de lealtad. 

 

En otros supuestos de conflicto, no se privará al socio conflictuado del derecho de voto, pero si 

su voto ha sido decisivo para la adopción de un acuerdo, en caso de impugnación de dicho 

acuerdo, corresponderá a la sociedad y al socio conflictuado probar que el acuerdo es 

conforme al interés social y a quien impugne el acuerdo probar la existencia del conflicto de 

interés. Sin embargo, corresponderá también al socio que impugne el acuerdo probar que este 

es contrario al interés social cuando el acuerdo impugnado consista en el nombramiento, el 

cese o la revocación de un administrador, la exigencia de responsabilidad del mismo y 

cualesquiera otros de análogo significado en los que el conflicto de interés se refiera 

exclusivamente a la posición que ostenta el socio en la sociedad. 

 

d. En cuanto al derecho de información de los socios en la sociedad anónima. 

 

El órgano de administración podrá denegar la información solicitada al socio que ostente 

menos del 25% del capital social cuando considere que dicha información es innecesaria para la 
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tutela de los derechos del socio, existan razones objetivas para considerar que podría utilizarse 

para fines extrasociales o su publicidad perjudique a la sociedad o a sus sociedades vinculadas. 

 

En ningún caso la vulneración del derecho de información podrá constituir causa de 

impugnación de acuerdos sociales. Eso sí, el socio que haya sufrido la privación podrá exigir el 

cumplimiento de la obligación de información y la reparación de los daños y perjuicios que se le 

causen. 

 

En este punto queremos hacer una advertencia: que nadie piense que el derecho de 

información pasa a ser un derecho de segundo orden, menos protegido que otros más 

relevantes. No hay que olvidar que el Código Penal sigue incluyendo en el catálogo de los 

delitos societarios la vulneración de este derecho, cuando la misma revista especial gravedad. 

 

e. Votación separada de acuerdos 

 

Deberán votarse por separado aquellos asuntos que sean sustancialmente independientes. 

 

Cuando el acuerdo consista en nombrar, ratificar el nombramiento, reelegir o separar a un 

administrador, deberá votarse por separado el referido a cada administrador; y cuando el 

acuerdo consista en modificar los estatutos sociales, se votará por separado la modificación de 

cada artículo o grupo de artículos con autonomía propia. 

 

f. Mayorías en las sociedades anónimas 

 

Los acuerdos ordinarios se adoptarán, como hasta ahora, por mayoría absoluta del capital 

presente o representado, mientras que para la adopción de los acuerdos previstos en el artículo 

194 - cualquier modificación de los estatutos sociales, la emisión de obligaciones, la supresión o 

la limitación del derecho de adquisición preferente, la transformación, la fusión, la escisión o la 

cesión global de activo y pasivo y el traslado del domicilio al extranjero - se requerirá idéntica 

mayoría si está presente más de la mitad del capital social y una mayoría de ⅔ si el capital 

presente es inferior. 

 

g. Acuerdos impugnables 

 

Serán impugnables, no solo los acuerdos que vulneren la ley o los estatutos o los que lesionen 

el interés social en beneficio de algún socio, sino también aquellos que atenten contra el 

reglamento de la junta general. 
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Se considerará que lesiona el interés social el acuerdo que, aún sin causar perjuicio al 

patrimonio social, se imponga de manera abusiva por la mayoría. Se entiende que esto es así 

cuando el acuerdo no responda a una necesidad razonable de la sociedad o genere un beneficio 

a la mayoría y un perjuicio injustificado de los demás socios. 

 

No servirán de sustento para impugnar acuerdos sociales los siguientes motivos: 

 

- La vulneración de requisitos meramente procedimentales relativos a la convocatoria o a 

la constitución del órgano o a la adopción del acuerdo. 

 

Se exceptúan de lo anterior - y, por tanto, sí podrán sustentar la impugnación - las 

infracciones relevantes. Y se consideran relevantes, en todo caso, las que afecten a la 

forma y plazo previo de la convocatoria, a las reglas esenciales de constitución del 

órgano y a las mayorías necesarias para la adopción del acuerdo. 

 

- La vulneración del derecho de información, salvo que la información de la que se haya 

privado al socio fuese esencial para el ejercicio razonable de cualquier derecho de 

participación, incluido el de voto. 

 

- La participación en la reunión de personas no legitimadas, salvo que se las hubiera 

tenido en cuenta para determinar el quórum y su presencia hubiera sido determinante 

para la constitución del órgano. 

 

- La invalidez de algún voto o el cómputo erróneo de los emitidos, salvo que hubieran 

sido determinantes para la consecución de la mayoría exigible. 

 

En caso de impugnación, la cuestión sobre el carácter esencial o determinante de los 

motivos de impugnación se resolverá en la Audiencia Previa y si no lo son se archivará el 

proceso en ese mismo acto. De este modo, se evita tramitar el procedimiento hasta 

sentencia, para luego desestimar la demanda sin siquiera entrar en el fondo del asunto, 

generando así un considerable ahorro procesal. 

 

h. La acción de impugnación caduca en un año, salvo que el acuerdo sea contrario al orden 

público, en cuyo caso no caduca. 

 

i. El plazo de un año se cuenta desde que se adoptó el acuerdo o desde la recepción del 

acta si el acuerdo del consejo fue adoptado por escrito y sin sesión o desde que pudo 

plantearse oposición a la inscripción, en caso de que el acuerdo hubiera sido inscrito. 
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j. Están legitimados para impugnar acuerdos sociales cualquiera de los administradores, 

cualquier tercero con interés legítimo y los socios que hubieran adquirido tal condición 

antes de la adopción del acuerdo y que ostenten, al menos, el 1% del capital social, 

salvo para impugnar acuerdos contrarios al orden público, en que estará legitimado 

cualquier socio. 

 

k. En el proceso de impugnación no podrán alegarse defectos de forma si pudieron haber 

sido denunciados previamente y no lo fueron oportunamente. 

 

B. Cambios relativos a la retribución de los administradores 

 

a. Cuando el cargo sea retribuido, conforme a los estatutos, el sistema de remuneración 

podrá consistir en una asignación fija, dietas de asistencia, participación en beneficios, 

una retribución variable y/o en una remuneración en acciones o vinculada a la evolución 

de su valor. 

 

b. Podrá pactarse una indemnización por cese del administrador, salvo en los casos en que 

el cese sea debido al incumplimiento de sus funciones. 

 

c. Podrán establecerse sistemas de ahorro o de previsión. 

 

d. La junta deberá aprobar el importe máximo de la retribución de todos los 

administradores. Dicha retribución global se repartirá entre los administradores 

conforme ellos mismos decidan. 

 

e. La retribución deberá tener en cuenta la importancia de la sociedad, su situación 

económica y los estándares de mercado de empresas comparables. 

 

f. Cuando la retribución consista en una participación en los beneficios, los estatutos 

deberán establecer el porcentaje máximo y la junta determinará el aplicable para cada 

periodo. En el caso de la sociedad limitada, dicho porcentaje no podrá ser superior al 

10% de los beneficios repartibles entre los socios. En las anónimas, la participación solo 

podrá ser detraída de los beneficios líquidos, una vez hayan quedado cubiertas la 

reserva legal y la estatutaria y se haya reconocido a los socios, al menos, un dividendo 

del 4% del valor nominal de las acciones. 

 

g. Cuando la retribución se vincule a las acciones de la sociedad, en caso de ser anónima, 

deberá estar expresamente prevista en los estatutos y fijarse por acuerdo de la junta, el 

cual establecerá (i) el número máximo de acciones asignadas para cada ejercicio a este 
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sistema de retribución, (ii) el precio de ejercicio de las opciones sobre acciones o su 

fórmula de cálculo, (iii) el valor de la acción que se tome como referencia (iv) y el plazo 

de duración del plan. 

 

h. Se distingue claramente entre la retribución asociada al desempeño de las labores de 

administración y las ejecutivas. 

 

C. Cambios relativos a los deberes de los administradores 

 

a. El deber general de diligencia se vincula concretamente a la naturaleza del cargo que 

ocupe cada administrador y a las funciones que le son atribuidas. 

 

b. Deberán tener una dedicación adecuada y adoptar las medidas precisas para la buena 

dirección y el control de la sociedad. 

 

c. El administrador tiene el derecho de obtener y el deber de exigir la información 

necesaria para el desempeño de su labor. 

 

d. En lo que se refiere a las decisiones estratégicas y de negocio, se entenderá que un 

administrador ha actuado con diligencia cuando lo haya hecho de buena fe, sin interés 

personal en el asunto, con información suficiente y respetando un procedimiento de 

decisión adecuado. Se excluyen de este ámbito los acuerdos que afecten a otros 

administradores y personas vinculadas y, en particular, los que tengan por objeto 

autorizar las operaciones previstas en el artículo 230. 

 

e. El deber de lealtad se define de manera concreta, aunque no cerrada, en los siguientes 

términos: (i) no ejercitar sus facultades con fines distintos de aquellos para los que le 

han sido concedidas; (ii) Deber de secreto, incluso después de cesar en su cargo; (iii) 

Abstenerse de participar en la deliberación y votación de acuerdos y decisiones en las 

que el administrador o una persona vinculada tenga un conflicto de intereses, salvo 

cuando se trate de acuerdos o decisiones que le afecten en su condición de 

administrador; (iv) desempeñar sus funciones bajo el principio de responsabilidad 

personal, con libertad de criterio o juicio e independencia respecto de instrucciones y 

vinculaciones de terceros; (v) evitar conflictos de interés. 

 

f. Este último deber, el de evitar conflictos de interés, obliga al administrador y a cualquier 

persona vinculada con él, a abstenerse de (i) realizar transacciones con la sociedad, 

salvo que se trate de operaciones ordinarias hechas en condiciones estándar y de escasa 
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relevancia; (ii) utilizar el nombre de la sociedad o su condición de administrador para 

influir en la realización de operaciones privadas; (iii) hacer uso de los activos sociales 

con fines privados; (iv) aprovecharse de las oportunidades de negocio de la sociedad; (v) 

obtener ventajas o remuneraciones de terceros por el desempeño de su cargo y (vi) 

competir con la sociedad. 

 

g. Si se produjera alguna situación de conflicto, el administrador afectado por ella o 

vinculado a la persona que lo esté, deberá comunicarlo al resto de los administradores o 

a la Junta, si se trata de un administrador único. 

 

h. Las situaciones de conflicto deberán hacerse constar en la memoria de las cuentas 

anuales. 

 

i. Régimen de dispensa del deber de evitar conflictos de interés: La sociedad podrá 

dispensar al administrador del deber de evitar conflicto de interés en casos singulares 

autorizando (i) la realización por parte de un administrador o una persona vinculada de 

una determinada transacción con la sociedad, (ii) el uso de ciertos activos sociales, (iii) el 

aprovechamiento de una concreta oportunidad de negocio, (iv) la obtención de una 

ventaja o remuneración de un tercero. 

 

La autorización deberá ser necesariamente acordada por la junta general cuando tenga 

por objeto la dispensa de la prohibición de obtener una ventaja o remuneración de 

terceros o afecte a una transacción cuyo valor sea superior al diez por ciento de los 

activos sociales. En las sociedades de responsabilidad limitada también deberá 

otorgarse por la junta general la autorización cuando se refiera a la prestación de 

cualquier clase de asistencia financiera, incluidas garantías de la sociedad a favor del 

administrador o cuando se dirija al establecimiento con la sociedad de una relación de 

servicios u obra. En los demás casos, la autorización también podrá ser otorgada por el 

órgano de administración, siempre que quede garantizada la independencia de los 

miembros que la conceden respecto del administrador dispensado. 

 

Además, será preciso asegurar que la operación autorizada resulta inocua para el 

patrimonio social o, si no lo es, que se lleva a cabo en condiciones de mercado y 

siguiendo un proceso transparente. 

 

La obligación de no competir con la sociedad solo podrá ser objeto de dispensa en el 

supuesto de que no quepa esperar daño para la sociedad o el que quepa esperar se vea 

compensado por los beneficios que prevén obtenerse de la dispensa. La dispensa se 

concederá mediante acuerdo expreso y separado de la junta general. En todo caso, a 
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instancia de cualquier socio, la junta general resolverá sobre el cese del administrador 

que desarrolle actividades competitivas cuando el riesgo de perjuicio para la sociedad 

haya devenido relevante. 

 

j. Además de la acción de resarcimiento de los daños y perjuicios causados por el 

incumplimiento, podrán ejercitarse acciones de impugnación, cesación, remoción de 

efectos y, en su caso, anulación de los actos y contratos celebrados por los 

administradores con violación de su deber de lealtad. 

 

D) Cambios relativos al régimen de responsabilidad de los administradores 

 

a. Para que un administrador sea declarado responsable de los daños causados a la 

sociedad por su actuación es necesario que haya intervenido dolo o culpa en el acto 

causante del daño. 

 

b. La culpabilidad se presumirá, salvo prueba en contrario, cuando el acto sea contrario a 

la ley o a los estatutos sociales. 

 

c. En ningún caso exonerará de responsabilidad la circunstancia de que el acto o acuerdo 

lesivo haya sido adoptado, autorizado o ratificado por la junta general. 

 

d. Se define - por primera vez en una ley - el concepto de administrador de hecho: (i) la 

persona que en la realidad del tráfico desempeñe sin título, con un título nulo o 

extinguido, o con otro título, las funciones propias de administrador y (ii) aquella bajo 

cuyas instrucciones actúen los administradores de la sociedad. 

 

e. Cuando no exista delegación permanente de facultades del consejo en uno o varios 

consejeros delegados, todas las disposiciones sobre deberes y responsabilidad de los 

administradores serán aplicables a la persona, cualquiera que sea su denominación, que 

tenga atribuidas facultades de más alta dirección de la sociedad, sin perjuicio de las 

acciones de la sociedad basadas en su relación jurídica con ella. 

 

f. La persona física designada para el ejercicio permanente de las funciones propias del 

cargo de administrador persona jurídica responderá solidariamente con la persona 

jurídica administrador. 

 

g. Cuando la impugnación se fundamente en la vulneración del deber de lealtad podrán 

interponer la acción social de responsabilidad, directamente ante los tribunales, los 
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socios que estén legitimados para solicitar la convocatoria de la junta general - 

actualmente los que posean el 5% del capital social -. 

 

h. En caso de estimación total o parcial de la demanda la sociedad deberá reembolsar los 

gastos en que hubieren incurrido a los socios que ejercitaron la acción. Se entiende que 

esto será así incluso cuando no hubiera habido condena en costas a la sociedad. De otro 

modo esta previsión sería innecesaria, a no ser que haga referencia a otros gastos 

distintos de los estrictamente procesales. 

 

i. La acción de responsabilidad prescribe a los cuatro años desde que pudo ejercitarse. 

Aunque se trata de una cuestión discutible, entendemos que se trata de una acción de 

naturaleza contractual, por lo que el plazo comenzará a computarse en el momento en 

que existan todos los presupuestos de la acción de resarcimiento (art. 1.969 del CC), es 

decir, acto ilícito, daño y relación de causalidad entre uno y otro. Conviene advertir, en 

todo caso, que la prescripción de las acciones para exigir la responsabilidad civil 

derivada de un ilícito extracontractual - naturaleza que podría predicarse de la acción de 

responsabilidad cuando la ejerce un tercero ajeno a la sociedad, por ejemplo -, 

comienza a computarse “desde que lo supo el agraviado” (art. 1968.2º del CC). 

 

E) Cambios formales en el consejo de administración 

 

a. Deberá reunirse, obligatoriamente, al menos, una vez al trimestre. En este sentido 

recordamos la obligación de documentar tales reuniones en un acta, debidamente 

firmada por los asistentes, que deberá legalizarse de forma telemática, junto con las 

demás actas de los órganos colegiados de la sociedad, dentro de los cuatro meses 

posteriores a la finalización del ejercicio. Se trata de una obligación impuesta por el 

artículo 18.1 de la Ley 14/13, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización. 

 

b. El consejero delegado deberá tener un contrato suscrito con la sociedad. El contrato 

deberá ser aprobado por el consejo con el voto a favor de ⅔ de sus miembros, sin 

contar al propio consejero delegado. Dicho contrato deberá regular todos los aspectos 

retributivos del consejero delegado, de tal modo que no podrá percibir retribución 

alguna que no esté prevista en el contrato. 

 

c. El consejo de administración no podrá delegar en ningún caso las siguientes facultades: 

(i) La supervisión del efectivo funcionamiento de las comisiones que hubiera constituido 

y de la actuación de los órganos delegados y de los directivos que hubiera designado; (ii) 

la determinación de las políticas y estrategias generales de la sociedad; (iii) la 

autorización o dispensa de las obligaciones derivadas del deber de lealtad conforme a lo 



 

 

 

 
lifeabogados.com  11 

dispuesto en el artículo 230; (iv) su propia organización y funcionamiento; (v) la 

formulación de las cuentas anuales y su presentación a la junta general; (vi) la 

formulación de cualquier clase de informe exigido por la ley al órgano de 

administración, siempre y cuando la operación a que se refiere el informe no pueda ser 

delegada; (vii) el nombramiento y destitución de los consejeros delegados de la 

sociedad, así como el establecimiento de las condiciones de su contrato; (viii) el 

nombramiento y destitución de los directivos que tuvieran dependencia directa del 

consejo o de alguno de sus miembros, así como el establecimiento de las condiciones 

básicas de sus contratos, incluyendo su retribución; (ix) las decisiones relativas a la 

remuneración de los consejeros, dentro del marco estatutario y, en su caso, de la 

política de remuneraciones aprobada por la junta general; (x) la convocatoria de la junta 

general de accionistas y la elaboración del orden del día y la propuesta de acuerdos; (xi) 

la política relativa a las acciones o participaciones propias; (xii) las facultades que la 

junta general hubiera delegado en el consejo de administración, salvo que hubiera sido 

expresamente autorizado por ella para subdelegarlas. 

 

d. Baja el porcentaje exigible a un socio para poder impugnar los acuerdos del consejo. Se 

sitúa en el 1% del capital. 

 

 

 

 

 

Madrid, a 20 de Marzo 2015.



 

 

            

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


